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E] problema de la valoración del
Estado como sujeto de Derecho
viene abordado por los1 autores de
manera constante y casi unánime.
No siempre la trayectoria, doctri-
nal y legal, ha sido clara al res-
pecto, y, como dice textualmente
el autor, «la tesis de la personali-
dad jurídica del Estado se ha ido
abriendo paso muy trabajosa-
mente».

A la altura de nuestro tiempo la
consagración legal de la persona-
lidad jurídica del Estado es ter-
minante en los textos legales. Pero
la cuestión, avanzando un poco
más en estos planteamientos, es
ahora determinar el grado de au-

tonomía, el nivel de independen-
cia que, dentro del amplio marco
jurídico-legal del Estado, tiene lo
que se ha dado en llamar la Ad-
ministración financiera.

La razón de ello radica en que
esta Administración se proyecta
sobre todo el ámbito público, más
allá de las fronteras del propio
Ministerio de Hacienda; y, en rea-
lidad, lo que el Estado en cuanto
tal realiza en pro del bien común
en no pocas ocasiones se encauza
específicamente mediante la actua-
ción de la Administración financie-
ra. De ahí la trascendencia del
tema abordado por el autor, que,
de esta manera, hace una aporta-
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ción de indudable interés a los aná-
lisis que giran en torno al instru-
mento estatal, la Administración
financiera, que canaliza la activi-
dad estatal en su doble versión
pública y privada.

1. La posibilidad de la Adminis-
tración de ser sujeto de obliga-

ciones

En nuestros días resulta incues-
tionable el que la Administración
cuenta con capacidad para actuar
en el mundo del Derecho y ser par-
te en una relación jurídica, aun-
que lo que se considera natural ha
sido fruto de recorrer un largo ca-
mino en el que inicialmente la ac-
tividad estatal no se encontraba
sometida a limitaciones o más tar-
de sólo se regulaba parcialmente.
Sin embargo, la sumisión actual
del Estado, tanto en el ámbito pú-
blico como privado, fundamentada
en la proclamación del Estado de
Derecho y en la división de pode-
res, conserva reminiscencias del
tránsito reflejadas en distintas dis-
posiciones.

En cualquier caso, la personali-
dad jurídica del Estado se halla
claramente recogida en nuestro
Derecho positivo (Código civil, Ley
de Administración y Contabilidad
de la Hacienda Pública, Ley Orgá-
nica del Estado, Ley de Régimen
Jurídico de la Administración del
Estado, Ley de Contratos del Esta-
do, Ley de Patrimonio del Estado,
Ley de la Jurisdicción Contencio-
so-administrativa).

El carácter introductorio del exa-
men de los distintos textos legales
sirve al autor para enlazar con la

idea central de la obra, cual es el
planteamiento de si la° Administra-
ción financiera puede ser sujeto del
derecho de obligaciones, una vez
admitida la personalidad jurídica
del Estado y la de su Administra-
ción. La conclusión a que debe lle-
garse es de signo negativo por con-
siderar que las obligaciones son de
la Administración estimada como
unidad y no de los distintos de-
partamentos ministeriales, en este
caso, del Ministerio de Hacienda.

Para apoyar la anterior afirma-
ción son contempladas las compe-
tencias y funciones atribuidas a
órganos del referido ministerio en
virtud de leyes y reglamentos (Di-
rección General del Patrimonio del
Estado, Dirección General de lo
Contencioso del Estado, Asesorías
Jurídicas, Intervención General,
así como en materia de tasas fis-
cales, aun correspondiendo la ges-
tión a órganos de otros ministe-
rios).

Si en un sentido estrictamente
jurídico no puede defenderse di-
cha titularidad, es innegable que la
Administración financiera cuenta
con singularidades que permiten
afirmar la existencia de obligacio-
nes que le son propias, si bien ad-
mitiéndolas a efectos convenciona-
les y doctrinales.

Desde el punto de vista conven-
cional se requiere, por una parte,
la intervención del Ministerio de
Hacienda en la relación jurídica;
por otra, que su actuación se refie-
ra a materias del Derecho financie-
ro, sin que esta actividad quede
limitada al ámbito del citado mi-
nisterio por poder extenderse a
otros e incluso a la Administración
institucional.
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Contempladas las obligaciones
financieras desde la perspectiva
doctrinal, igualmente puede encon-
trarse una diferenciación de la ac-
tividad financiera en la autonomía
científica del Derecho financiero,
que comporta el estar basado en
unos principios y teorías caracte-
rísticos.

2. La Administración financiera
del Estado ante las obligaciones

de Derecho privado

Antes de iniciar el tratamiento
de las obligaciones civiles de la Ad-
ministración financiera, se esta-
blece previamente en este capítu-
lo su diferenciación con las de De-
recho público mediante el examen
de las posturas doctrinales elabo-
radas para distinguir los contratos
civiles de los administrativos, si-
guiendo para ello a Garrido Falla,
que las agrupa sobre la base de
aceptación de la intervención de
la Administración. Así, las que con-
sideran como elemento definitorio
de la existencia de un contrato ad-
ministrativo el de la jurisdicción
competente, las que se inclinan
por la idea de la forma, las que
mantienen la cualificación por el
objeto, o bien señalando la situa-
ción de poder de la Administra-
ción —cláusulas exorbitantes.

El hecho de que la doctrina se
incline por unos u otros criterios
deriva de la dificultad de delimi-
tar lo civil y lo administrativo, in-
conveniente reconocido por el Tri-
bunal Supremo en su sentencia de
26 de junio de 1965, punto de re-
ferencia de otras posteriores, y la
necesidad de recurrir al estudio

de los1 elementos subjetivos para
determinar la naturaleza jurídica
de un contrato.

La propia Ley de la Jurisdicción
Contencioso-administrativa, en su
artículo 3.°, a), exige el requisito
subjetivo y el objetivo; teniendo
más alcance la Ley de Contratos
del Estado, que en su actualizado
artículo 4.° habla de aquellos con-
tratos que tienen naturaleza admi-
nistrativa por haberlo determinado
así una ley.

De lo expuesto deduce Otero No-
vas tres grupos de contratos admi-
nistrativos1: los vinculados direc-
tamente al desenvolvimiento regu-
lar de un servicio público (en su
sentido amplio); los que precisen
una especial tutela del interés pú-
blico para su desarrollo, y aquellos
cuya naturaleza viene determina-
da por ley. Este último supone
una ampliación a la acotación doc-
trinal por incluir los contratos de
suministros y los de obras1 al Es-
tado.

¿Qué importancia tiene para la
Administración financiera la dis-
tinción entre contrato civil y ad-
ministrativo? Entre otras, trascien-
de a cuestiones como la prescrip-
ción de acciones, acudir o no a los
Tribunales ordinarios en caso de
incumplimiento, facultad de san-
ción, interpretación, etc.

Ante la imposibilidad de exami-
nar las múltiples1 relaciones jurí-
dicas civiles en las que la Admi-
nistración puede aparecer como
sujeto, procede al estudio de los
contratos más característicos.

Como afirmación de principio, la
Administración financiera tiene ca-
pacidad para contratar dentro del
marco de las obligaciones civiles,
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aunque con sujeción a una trami-
tación específica contenida en la
Ley y Reglamento del Patrimonio
del Estado.

COMPRAVENTA

A la Administración financiera,
actuando en calidad de comprado-
ra, la encontramos en la compra
de edificios o de terrenos para
edificios (selección por concurso,
decisión por parte del Ministerio
de Hacienda, pero con control mar-
cado en la Ley de Presupuestos),
en compra de terrenos que no se
destinen a la construcción de edi-
ficios (concurso, adquisición por el
ministerio competente, y la pecu-
liaridad de que en la convocato-
ria del concurso se exprese la
finalidad de dicha adquisición, con
la consecuencia de la acción de
nulidad de la compraventa de no
dedicarse al fin señalado. De cons-
truirse en esos terrenos daría lugar
a la nulidad de pleno derecho por
haberse dictado el acto previo por
órgano manifiestamente incompe-
tente), compra de bienes muebles,
propiedades incorporales y títulos
representativos del capital (para
los primeros, el sistema de con-
curso o contratación directa y ad-
quisición por el Departamento co-
rrespondiente, debiéndose distin-
guir estas compras del contrato de
suministro, que tiene naturaleza
administrativa; para los segundos
corresponde la adquisición al Con-
sejo de Ministros y tramitación
por la Dirección General del Pa-
trimonio del Estado e informes del
órgano especializado en la materia
y de la Intervención General; para
los casos de títulos representativos
del capital, la adquisición se acuer-

da por el Gobierno, a propuesta
del Ministerio de Hacienda y con
informes1 de la Dirección General
del Patrimonio del Estado y de la
Intervención General).

Actuando como vendedora apa-
rece en los siguientes supuestos:

Venta de inmuebles (el órgano
que adopte la decisión de la ena-
jenación dependerá del valor del
inmueble, previa declaración de
aüenabilidad dictada por el minis-
tro de Hacienda y a propuesta de
la Dirección General del Patrimo-
nio, siendo la norma general el
sistema de pública subasta. Se
acompaña la actuación adminis-
trativa de una intencionalidad de
dejar clara la situación del bien in-
mueble en favor del comprador).

Venta de muebles (sistema de
subasta pública y competencia del
departamento que los utiliza. El
acuerdo de enajenación implica la
desafectación, si bien este automa-
tismo no resulta claro en el caso
de muebles de ornato y decoración
de las dependencias oficiales, pues
si se unen de modo permanente
al fundo puede interpretarse que
adquieren la condición de bienes
inmuebles1, según la clasificación
del artículo 334 del Código civil).

Venta de propiedades incorpora-
les (sistema de subasta, a no ser
que el Gobierno considere conve-
niente la enajenación directa. Com-
petencia del Consejo de Ministros).

Venta de títulos representativos
de capital (por acuerdo del Conse-
jo de Ministros, a propuesta del de
Hacienda cuando el valor de los
que se pretenda enajenar no ex-
ceda del 10 por 100 del importe
de la participación total que tenga
el Estado en la empresa. Si es de
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cuantía superior o implique la
pérdida de su condición de socio
mayoritario se requiere una ley).

Para una visión más completa
de la figura de la compraventa se
requiere el comentario de otras
cuestiones que puedan suponer pe-
culiaridades respecto del régimen
civil general.

No lo es el aspecto de la perfec-
ción del contrato por seguirse el
criterio o teoría del conocimiento
para señalar el momento de esa
perfección, pero sí supone varia-
ción en cuanto a los daños de la
cosa vendida, pues la valoración
del desperfecto se realiza en base
al precio en el momento de la ad-
judicación y no del precio de ta-
sación-, peculiaridad también su-
pone el cálculo del valor de la
cosa vendida a efectos fiscales, por
entrar en juego lo señalado en el
artículo 70, 2.°, del texto refun-
dido del Impuesto de Transmisio-
nes Patrimoniales cuando habla
del «valor de comprobación».

ADQUISICIÓN HEREDITARIA

La sucesión testamentaria en
favor del Estado es una consecuen-
cia de su personalidad jurídica,
dándose unas particularidades con
respecto a las demás personas na-
turales1 y jurídicas, siendo la más
importante el ser necesaria la
aceptación del Consejo de Minis-
tros, a propuesta del de Hacienda,
para aceptar herencias testamen-
tarias, legados y donaciones, y el
que se precise el decreto, lo que
impide la aceptación presunta con-
tenida en el artículo 999 del Códi-
go civil.

La sucesión legítima o abintes-
tato se rige por el Código civil,
aunque dándose siempre la acep-
tación a beneficio del inventario,
al igual que las testamentarias,
difiriendo en esto con los demás
herederos que cuentan con la acep-
tación pura y simple o está con-
dicionada. No obstante, el Estado
no puede entrar en posesión de los
bienes hasta que se realice el pro-
cedimiento del régimen normal, es
decir, se precisa la declaración ju-
dicial de heredero.

El autor expone una serie de pro-
blemas que pueden plantearse una
vez producida dicha declaración
como pueden ser los de la efecti-
va entrega de los bienes por el
juez si no se han inventariado y
depositado los bienes, o el de la
exigencia de derechos de crédito
cuando todavía no se ha produci-
do la declaración de herederos, y,
por tanto, no puede acreditar su
carácter de litigante, según el ar-
tículo 503 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil.

Pero si el Estado puede adquirir
bienes, derechos y obligaciones por
fallecimiento sin testar, los princi-
pios1 examinados son válidos para
el caso de extinción de personas
jurídicas —corporaciones, asocia-
ciones y fundaciones—, puesto que,
si nada se hubiere establecido pre-
viamente, los bienes de las perso-
nas jurídicas disueltas se conside-
rarán vacantes y sin dueño cono-
cido, en base a una conjugación del
artículo 39 del Código civil y del
artículo 51 del Reglamento del Pa-
trimonio del Estado.

Los fines a los que ha de desti-
nar el Estado estos bienes han de
ser análogos según el primero de
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los artículos citados-, de no ser
así incurriría en infracción del or-
denamiento jurídico.

ARRENDAMIENTO

La competencia es del Ministerio
de Hacienda, y utilizándose los
sistemas de concurso público o la
adjudicación directa. Estas peculia-
ridades no fundamentan, en opi-
nión del autor, el mantener el ca-
rácter administrativo del contrato
de arrendamiento, defendiendo la
tesis de su naturaleza civil, no obs-
tante la apoyatura en contrario
que pudiera encontrarse en la ju-
risprudencia o en la nueva redac-
ción de la Ley de Contratos del
Estado. La cualificación civil de-
rivaría de la Ley del Patrimonio
(art. 183) y del texto refundido de
la Ley de Arrendamientos Urba-
nos Cart. 4.°, 2), por plantearse nor-
malmente las cuestiones ante la ju-
risdicción ordinaria.

DONACIÓN

En situación de donante, el Esta-
do puede ceder bienes inmuebles
si así lo acuerda el Gobierno, a
propuesta del Ministerio de Ha-
cienda y para fines de utilidad pú-
blica o de interés social. Es esta
peculiaridad del fin, junto con la
no posibilidad de ceder bienes si
su afectación o explotación están
previstas, las que se apartan del
régimen general. Podrían añadirse
el señalamiento de plazo para la
efectiva aplicación al fin propues-
to, la consignación de causas re-
solutorias en la inscripción que se
realice en el Registro de la Propie-
dad, la obligación de indemnizar
al Estado en caso de revocación, si

ha habido deterioros sin distin-
guir la culpa o no del donatario,
y otras como la competencia para
la resolución.

En situación de donatario, las
diferencias aparecen igualmente
en la competencia por correspon-
der al Consejo de Ministros, me-
diante decreto, el aceptar donacio-
nes, previa propuesta del Minis-
terio de Hacienda.

Por lo demás, la legislación apli-
cable será el Derecho civil común.

En cualquier caso, desde la pers-
pectiva de Estado receptor no se
encuentra suficientemente regula-
da, si por vía de ejemplo se exa-
mina el caso frecuente de com-
pra de terrenos por parte de los
entes locales para posteriormente
donarlos al Estado, y que éste rea-
lice determinadas obras. Según el
Reglamento de Bienes de Corpora-
ciones1 Locales, no podrían ceder-
los hasta transcurridos treinta
años, dificultando así el cumpli-
miento de los fines previstos e in-
cluso posibilitaba el que el acuer-
do de cesión pudiera ser suspen-
dido por los alcaldes o gobernado-
res civiles. El decreto 565/1975, de
13 de marzo, derogó precisamen-
te esa limitación.

EXPLOTACIÓN DE BIENES
PATRIMONIALES

El establecer la forma de explo-
tación corresponde al Gobierno, a
propuesta del ministro de Hacien-
da, cuando no sea conveniente la
enajenación y puedan ser aprove-
chados con rentabilidad. La regu-
lación previene la actuación de la
Dirección General del Patrimonio
del Estado, la Asesoría Jurídica del
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Centro y de la Intervención Ge-
neral.

Aspecto a resaltar es que la Ad-
ministración puede realizar la ex-
plotación directamente o bien por
medio de particulares, utilizando
la técnica contractual, derivando
la naturaleza del contrato—civil o
administrativo— del contenido de
las bases a que se somete el con-
curso público.

De todas formas, la Dirección
General del Patrimonio del Esta-
do ejercerá la correspondiente vi-
gilancia.

Sea la forma de arrendamiento
o no la seguida para la explota-
ción, los elementos comunes serían
los del órgano competente para la
cesión de la explotación y apro-
bación de las bases, la aceptación
de las ofertas, la vigilancia de la
ejecución del contrato, acuerdos de
prórroga, etc.

Por parte del que realiza la ex-
plotación están facultados para
contratar con la Administración las
personas naturales y jurídicas, na-
cionales o extranjeras; debiéndo-
se distinguir el contrato de servi-
cio público y el contrato de explo-
tación de bienes patrimoniales1,
pues el primero se regula por la
Ley de Contratos del Estado y el
segundo por la Ley del Patrimonio.

Igualmente existen elementos
formales comunes, como el proce-
dimiento previo de selección, pro-
posición, apertura de plicas, bas-
tanteo, votación, adjudicación pro-
visional y definitiva, y las fases
posteriores a la aceptación. De
estos elementos requiere comenta-
rio especial el bastanteo en cuanto
a su valor, estimando el autor que
el abogado del Estado al emitir su

informe realiza un acto adminis-
trativo propio, pudiendo ser recu-
rrible de acuerdo, con el artícu-
lo 113 de la Ley de Procedimiento
Administrativo, por ser aquél cau-
sa de exclusión del concursante.

PERMUTA

Esta figura que cuenta con auto-
nomía respecto de la compraventa,
tiene, sin embargo, gran semejan-
za con ella. Así se precisa la de-
claración de alineabilidad, la cual
puede ser expresa o implícita.

Otra similitud' sería que la auto-
rización de la permuta correspon-
de al ministro de Hacienda, al Go-
bierno o a una ley, según los va-
lores de tasación. Pero merece
consideración especial el caso de
un contrato mixto permuta-com-
praventa, es decir, cuando existe
diferencia de valor entre dos bie-
nes y se,cubre ésta con una can-
tidad en dinero. Tanto la doctrina
como el Derecho positivo se incli-
nan por la intención de los que
contratan en cuanto a la califica-
ción, y si ésta no se expresa, ser-
virá como elemento definitorio el
que predomine el mayor valor de
la cosa o del dinero entregado. No
es una cuestión baladí, pues la ca-
lificación decidirá si la selección
de la contraparte es directa (en la
permuta), o tendrá que recurrirse
al concurso o subasta. En cuanto
a la autorización, estima Otero
Novas que debe estarse a la cuan-
tía total de la operación para se-
ñalar el órgano competente, y no
a los componentes por separado.

Sobre el elemento formal, la Ley
del Patrimonio no precisa que la
permuta deba formalizarse en es-
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critura pública, entendiéndose apli-
cable el Código civil por ser un
contrato consensual, y concreta-
mente su artículo 1.538.

El momento de la perfección será
aquel en el que se notifica a la con-
traparte la aceptación de su oferta.

CONTRATOS ENTRE PARTICULARES
Y LA ADMINISTRACIÓN FINANCIERA

No siempre los contratos que ce-
lebran entre sí los particulares re-
sultan indiferentes para la Admi-
nistración.

Esto sucede en materia de mon-
tes cuando los particulares reali-
zan ventas con pacto de retro
afectando a parcelas que por di-
versos mecanismos consiguen SKI
inscripción registral en el Registro
de la Propiedad. En estos casos,
los beneficios de esta fe pública
pueden dejarse sin efecto por fal-
tar los requisitos de la buena fe,
la inexistencia de la cualidad de
tercero.

Igualmente pueden negarse los
beneficios de la legitimación re-
gistral, debiendo prevalecer la Ley
de Montes (presunción en favor
de la entidad pública a cuyo nom-
bre figure) sobre la Ley Hipoteca-
ria, y del Catálogo de Montes so-
bre el Registro de la Propiedad,
dado el carácter de especial de la
Ley de Montes, el sentido riguro-
samente limitativo del juicio de-
clarativo ordinario para impugnar
la titularidad del Catálogo y por
la negación de que pueda formu-
larse contra el titular según el Ca-
tálogo las acciones del artículo 41
de la Ley Hipotecaria. Por otra
parte, la Administración podrá ins-
tar ante el Juzgado la cancelación

del asiento registral en favor del
particular adquirido indebida-
mente.

Otro tipo de contratos que pue-
den afectar a la Administración
son los contratos privados sobre
bienes de dominio público, los cua-
les se encuentran viciados por es-
tar dichos bienes fuera del comer-
cio de los hombres (art. 1.271 del
Código civil), pudiendo ser decla-
rados ineficaces1 por vía judicial.
No cabe aducir por el particular
la usucapión, pues estos bienes son
igualmente imprescriptibles (ca-
racterística mantenida por la doc-
trina y por la Ley de Régimen Lo-
cal).

Incluso cuando se trate de bie-
nes que han dejado de estar des-
tinados a un servicio público, la
desafectación corresponde al Mi-
nisterio de Hacienda, pasando a
incorporarse al patrimonio del Es-
tado. Este criterio supone una va-
riación con respecto al mantenido
por el Código civil.

A través de la Ley del Patrimo-
nio del Estado se asegura la im-
posibilidad de usucapir por tener
el bien el carácter de dominio pú-
blico hasta el acto de recepción
formal en el patrimonio del Esta-
do por el Ministerio de Hacienda.

Aun así no es infrecuente la ac-
tuación de particulares que me-
diante maniobras consiguen la ins<-
cripción, al igual que se comenta-
ba para el caso de los montes. Bien
es cierto que la Administración
puede ejercitar acciones judiciales,
pero sería deseable se dictasen
normas que defendiesen más cla-
ra y eficazmente el dominio pú-
blico.
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Otra cuestión que puede afectar
a la Administración financiera es
el de la interpretación de los con-
tratos entre particulares, dado que
de ellos puede aparecer el hecho
imponible de una relación jurídi-
co-tributaria, o bien condicionar su
contenido.

Los métodos de interpretación
utilizados pueden ser: El económi-
co—que mantiene el que el obje-
to de imposición está constituido
por los valores económicos existen-
tes y por los movimientos de esos
valores—, o bien el jurídico—de-
fiende la interpretación jurídica de
las normas tributarias, pues el
Derecho financiero es Derecho
siempre.

Los dos métodos se contienen en
el artículo 25 de la Ley General
Tributaria.

En definitiva, el criterio seguido
dependerá del contenido jurídico
o económico del hecho imponible.

Casos de interpretación jurídica
son los aplicables a los Impuestos
Generales sobre Sucesiones y
Transmisiones Patrimoniales, si
bien, y aunque se hable en el ar-
tículo 41 del Reglamento de Dere-
chos Reales de 15 de enero de 1959
de «la verdadera naturaleza jurí-
dica del acto o contrato liquida-
ble...», este crierio jurídico se co-
necta con la interpretación eco-
nómica.

Esta última interpretación se si-
gue en el Impuesto General sobre
el Tráfico de Empresas.

Un tercer tipo de interpretación
se plantea cuando las relaciones
jurídico-privadas no son constitu-
tivas del hecho imponible, pero
que incide sobre la situación tribu-
taria del sujeto pasivo, como es

el caso que puede darse en el Im-
puesto sobre los Rendimientos de
Trabajo Personal, cuando no resul-
ta clara la calificación de los per-
ceptores. Para proceder a la misma
parece que lo más adecuado es in-
dagar la intencionalidad de la nor-
ma en cuanto a su sentido jurídico,
técnico o usual, tal como indica el
apartado 2 del artículo 23 de la
Ley General Tributaria.

Cuando a pesar de todo no pueda
precisarse, se acudirá al examen
ponderado de los distintos elemen-
tos interpretativos, y con una cier-
ta inclinación por el jurídico, sien-
do ésta la postura sugerida por
Sainz de Buj anda.

3. La Administración financiera
del Estado ante las obligaciones

de Derecho público

En base a la Ley de Contratos
del Estado, las posibilidades de
contratación del Estado, tanto de
carácter civil como administrativo,
son muy extensas, pero este capí-
tulo de la obra se refiere a los del
segundo grupo de mayor tipicidad,
así como algunas formas obligacio-
nales igualmente importantes.

Los más típicos son los señala-
dos en la citada Ley (art. 4, re-
gla 1.a), es decir, el de obras, de
servicio público y de suministros,
sin que exista del segundo una de-
finición descriptiva en la normati-
va de contratación, como sucede
con los otros indicados, tal vez de-
bido a la falta de acuerdo doctri-
nal en cuanto a su alcance.

Considerando que en la contra-
tación administrativa no se requie-
re la matización efectuada en el
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capítulo primero sobre Adminis-
tración del Estado y Administra-
ción financiera, pues aquí la com-
petencia para contratar correspon-
de a los distintos ministerios, no
procede el examen de los contra-
tos como tales, sino las obligacio-
nes1 que derivan de los mismos y
afecten directamente a la Adminis-
tración financiera.

LA OBLIGACIÓN DEL PAGO

Entendido el pago en su doble
acepción como cumplimiento de la
obligación y como entrega de di-
nero con el mismo fin, y aun sien-
do la primera la que tiene un ma-
yor sentido jurídico, a efectos de
la Administración financiera del
Estado, interesa más el comentario
de la segunda.

En el contrato de obras existe
una obligación financiera del Es-
tado derivada de la Ley de Con-
tratos y su Reglamento al indicar-
se en ellos expresiones1 como «pre-
cio cierto», «cumplimiento de las
recíprocas obligaciones», «liquida-
ción provisional», «liquidación final
de la obra y abonársele el saldo
resultante».

Por su parte, aunque en el con-
trato de servicio público no es
consustancial el que se produzca
salida dineraria del Tesoro, pueden

. darse relaciones económicas entre
el contratista y la Administración
que supongan un pago dinerario,
recogiéndose esta posibilidad en el
artículo 211 del Reglamento de
Contratación y artículo 73 de la
Ley de Contratos del Estado.

En el contrato de suministros se
dan asimismo obligaciones finan-
cieras del Estado por ser una for-

ma de compraventa, aunque con la
limitación de que si existen pre-
cios tasados previamente el pliego
de bases no puede fijar otros su-
periores.

Tanto en unos como en otros las
obligaciones financieras se some-
ten a ciertos requisitos1 que con-
dicionan el deber del pago, siendo
de destacar con carácter primor-
dial la previa consignación presu-
puestaria, o extrapresupuestaria,
reconocida por Ley especial. De no
ser así serán nulos de pleno de-
recho los actos preparatorios o de
adjudicación.

LA FORMA DEL PAGO

Con esta expresión quiere refe-
rirse el autor no al sistema por el
que se efectúa el pago, sino a las
particularidades que la extinción
de la obligación financiera se en-
cuentran recogidas en la legisla-
ción contractual del Estado e in-
cluso al tiempo en el que el pago
debe realizarse.

Veamos cuáles son esas particu-
laridades:

En el contrato de obras los sis-
temas de pago pueden realizarse
en base a certificaciones mensua-
les según la obra realizada en di-
chos períodos, a no ser que se es-
tablezca en el pliego de cláusulas
administrativas particulares algo
distinto y siendo estos abonos a
cuenta del total; o bien mediante
el pago íntegro, consistente en una
liquidación provisional por haber-
se recibido provisionalmente la
obra, librándose una certificación
por el resto, y la liquidación defi-
nitiva que normalmente coincide
con la anterior.
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Precisamente las certificaciones
de obra suponen otra singularidad
de este tipo de contratos, sin qu3
ello quiera decir que es privativo
del mismo, puesto que en la con-
tratación civil es frecuente su uti-
lización. La diferencia se encuen-
tra en la obligatoriedad legal en
el terreno que comentamos, convir-
tiéndose en un requisito impres-
cindible para el procedimiento de
pago.

Tanto la Ley de Contratos como
su Reglamento otorgan sustantivi-
dad a las mismas, ya que pueden
ser embargadas para pago de sa-
larios y cuotas sociales derivados
de la realización de la propia obra.
Aún mas. Pueden ser transmisibles
y pignorables y, por tanto, el man-
damiento de pago se expide a fa-
vor del cesionario, indicando el
nombre del cedente. Vemos enton-
ces que realmente se tratan de tí-
tulos de crédito.

En el contrato de servicio públi-
co la Ley de Contratos del Esta-
do no señala nada especial sobre
la forma de pago, al existir una
remisión a las condiciones pacta-
das en el contrato-, sin embargo,
en el contrato de suministros sí
aparecen singularidades parecidas
a las del contrato de obras, aun-
que con la siguiente variación-, en
el contrato de obras la norma ge-
neral es la de pagos a cuenta ds
periodicidad mensual, a no ser que
en los pliegos de cláusulas admi-
nistrativas particulares se dispon-
ga otra cosa; en el de suministro,
si no se contiene algo distinto ex-
presamente en los pliegos de base?,
el pago se efectúa de una sola vez,
aun admitiendo los pagos parciales
a «buena cuenta».

Por último, aunque para el con-
trato de suministro no se hable de
liquidación provisional, ésta puede
establecerse en los pliegos de ba-
ses por el carácter supletorio de
la normativa del de obras (art. 84
de la Ley de Contratos).

LA MORA EN LA LEGISLACIÓN

DE CONTRATOS DEL ESTADO

En base a la clasificación reali-
zada por Castán, se analiza sola-
mente por el autor la mora sol-
vendi, por ser ésta la que contem-
pla principalmente la Ley de Con-
tratos del Estado, distinguiendo Ja
mora solvendi del contratista de
la de la Administración.

En cuanto a la primera, y para el
contrato de obras, se encuentra
desarrollada en los artículos 137 al
141 del Reglamento de Contratos,
en los que se contiene la opción
de la Administración para resol-
ver el contrato con pérdida de la
fianza o establecer sanciones si se
produce incumplimiento culposo
por parte del contratista.

Este tipo de mora se presume
culpable y la Administración pue-
de pedir daños y perjuicios e impo-
ner las consiguientes penalidades.

En el contrato de servicio pú-
blico, para incurrir en mora se
precisa la advertencia previa de
la Administración, siendo las san-
ciones a aplicar las que deriven del
contrato contenidas en el pliego de
cláusulas de explotación. Parece
que en el caso de existir acuerdo
sobre abono de canon periódico y
se incurriese en mora, al poder
exigir la Administración el cobro
por vía de apremio no se requeri-
ría la advertencia a que se aludía,
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por aplicación supletoria de la nor-
mativa del contrato de obras.

En el contrato de suministro no
se recoge en la Ley de Contratos
el aspecto de las1 sanciones por
mora, pero sí en el Reglamento
por la previsión de su inclusión en
el pliego de bases. Por otra parte,
no se requiere advertencia previa
en este contrato y se contiene ex-
presamente la mora accipendi de
la Administración, por exigirse la
recepción por acto formal y la de-
nuncia para que incurra en ella.

Pero si existe una mora solven-
di del contratista, la de la Admi-
nistración en el contrato de obras
tiene lugar si transcurren tres me-
ses desde la certificación sin que
hiciese el pago. En este supues-
to tendrá que abonar el interés le-
gal desde la fecha de dicha certi-
ficación, y se requerirá para ello
no sólo el transcurso de dichos
tres meses, sino que debe produ-
cirse también denuncia por parte
del acreedor; pero debe significar-
se que el Reglamento de Contra-
tos establece la independencia de
la deuda de intereses respecto de
la deuda de capital.

Si lo anterior se encuentra re-
ferido a la mora solvendi de la Ad-
ministración en relación con la
obligación del pago periódico por
obra parcial realizada, también
puede darse cuando se trate de
obligación de pago final al esta-
blecerse que en el plazo de seis
meses, desde la recepción definiti-
va, debe notificarse la liquidación
final y abono del saldo existente.
De no ser así, el contratista tiene
derecho al interés legal, pero debe
darse denuncia por éste.

La mora en el contrato de servi-
cio público se encuentra escasa-

mente regulada por no derivarse
de él, como regla general, el que
la Administración entregue ade-
más de la concesión bienes o di-
nero. En caso de darse, procede-
ría aplicar las reglas señaladas
para el de obras.

En el contrato de suministro, el
adjudicatario tiene derecho al abo-
no de los efectuados a la Adminis-
tración y según las condiciones es-
tablecidas en el contrato. Si el
pago se demora por más de tres
meses, deberá abonarse al empre-
sario el interés legal si éste intimi-
dare por escrito el cumplimiento.

RESPONSABILIDADES FINANCIERAS
DERIVADAS DEL CONTRATO

Se refiere este apartado a las
responsabilidades derivadas del in-
cumplimiento, distinguiendo, por
una parte, las del contratista; por
otra, las responsabilidades de la
Administración.

En cuanto a las primeras, y en
el caso del contrato de obras, si
éste se resuelve por culpa del con-
tratista, las consecuencias serán
la incautación y la indemnización
de daños y perjuicios, que se pro-
ducirán incluso cuando se disuel-
va o extinga la sociedad contra-
tista. Si la resolución es por quie-
bra culpable o fraudulenta, el
Reglamento de Contratación (ar-
tículo 165) señala la pérdida de
fianza.

En el contrato de servicio pú-
blico se da igualmente el deber de
indemnizar a la Administración la
pérdida de fianza, dándose la pe-
culiaridad de que la Administra-
ción no sólo es acreedora, sino
también deudora en esta última
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postura por el montante del valor
de los bienes que revertirían al
finalizar el contrato.

En el contrato de suministro no
se da regulación específica por
existir remisión en cuanto a la re-
solución y efectos de la normativa
del contrato de obras (art. 274 del
Reglamento).

Ahora bien, es preciso señalar
en la materia la cuestión de los
plazos de garantía, los cuales, y
en contrato de obras, no puede ser
inferior a un año, salvo casos es-
peciales, y a contar desde la en-
trega al uso público o servicio
correspondiente. Los efectos consis-
ten en la obligación del contratis-
ta de cuidar la conservación y po-
licía de las obras, debiendo pagar
la Administración durante ese
tiempo únicamente lo que se haya
estipulado en el contrato. La re-
cepción definitiva releva al con-
tratista de toda responsabilidad, a
no ser que la obra se arruine por
vicios ocultos por incumplimiento
doloso, marcándose un plazo de
quince años para exigir daños y
perjuicios.

En el contrato de servicio pú-
blico no se da el plazo de garantía,
pero sí en el de suministro que
comenzaría una vez realizado el
mismo y con la duración que se
indique en el contrato. Los efectos
serían, en caso de vicios o defectos
en la cosa vendida, los de recla-
mar al empresario su reposición o
reparación; si no se estiman sufi-
cientes1 estas medidas para alcan-
zar el fin para el que se contrató,
la Administración podrá rechazar
los bienes y, en su caso, recuperar
el precio satisfecho.

Esto en lo que afecta a las res-
ponsabilidades del contratista, pero

la Administración también asume,
a su vez, responsabilidades finan-
cieras por incumplimiento culpa-
ble o como consecuencia del uso
de facultades privilegiadas. Esta
responsabilidad en el contrato de
obras deriva de los supuestos de
suspensión temporal de las obras,
en la que el contratista tiene de-
recho a que le sean abonados los
daños y perjuicios, y de la sus-
pensión definitiva al valor de las
efectivamente realizadas y al be-
neficio industrial de las dejadas de
realizar.

Una tercera posibilidad tiene lu-
gar cuando la suspensión tempo-
ral de la obra es superior a un
año, en la que puede optar entre
exigir la indemnización o pedir la
resolución del contrato. Cuando la
Administración realiza modifica-
ciones en un contrato en virtud de
sus facultades no da lugar a in-
demnización para el contratista.
Claro es que esas modificaciones,
si son muy importantes, pueden
dar lugar a la resolución, lo que
fundamentaría la tesis del derecho
a indemnización por daños y per-
juicios.

En el contrato de servicio pú-
blico deben indemnizarse los per-
juicios ocasionados por incumpli-
miento, que serán fijados de acuer-
do con lo pactado y, en su defecto,
por lo establecido por la Ley de
Expropiación Forzosa. Dentro de
este contrato merece comentario
el punto referido al rescate del
servicio público, donde la Admi-
nistración indemniza al empresario
por el valor de las obras e ins-
talaciones que no hayan de rever-
tir a aquélla, manteniendo el
autor que deberían indemnizarse
también los bienes que hayan de
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revertirse por fundamentarlo así
los principios del Derecho de obli-
gaciones.

Puede suceder en el contrato de
servicio público que se examina
la modificación por parte de la Ad-
ministración en virtud de sus fa-
cultades modificatorias, en este
caso, y si las1 modificaciones afec-
tan al régimen financiero, la Ad-
ministración restablecerá el régi-
men financiero bien a su costa o,
más frecuentemente, a la del usua-
rio mediante la autorización de su-
bida de tarifas.

En el contrato de suministro, si
es la Administración la que provo-
ca la resolución del contrato, se
aplicarán los principios generales
señalados para el contrato de
obras, e incluso las normas par-
ticulares son muy similares a las
de éste. En las modificaciones
existe igualmente remisión a las
normas1 del contrato de obras.

Para completar el tema de las
responsabilidades financieras con-
viene la referencia a un elemento
trascendental en el caso del con-
trato de obras cual es la puesta
a disposición de los terrenos.

Es cierto que no existe norma
que obligue a la Administración
a esta puesta a disposición, pero
la doctrina y la jurisprudencia la
vienen manteniendo como requisi-
to implícito para la contratación
de obras. Esto parece deducirse de
la realización del replanteo por im-
plicar acto posesorio y una en-
trega o facilitación de la posesión
en favor del contratista. Si no se
facilitan los terrenos o facilitados
se pierden por no tener la Admi-
nistración título suficiente, se pro-
duciría incumplimiento por parte
de la Administración. Cuando la

Administración los facilita, siendo
propietaria de ellos, y surgen obs-
táculos exteriores a esa puesta a
disposición, se tendrá que depurar
la responsabilidad por si recayese
en terceros que han perturbado la
posesión y la continuación de la
obra.

EL PRECIO CIERTO EN LOS CONTRATOS
ADMINISTRATIVOS

Es éste un principio general en
la contratación que se registra, en
el Código civil y naturalmente en
la contratación administrativa (ar-
tículo 12 de la Ley de Contratos
del Estado), pero esta determina-
ción del precio en cuanto al ob-
jeto y ampliable al aspecto indem-
nizatorio, planteaba problemas en
las etapas inflacionarias1 que obli-
gaban a recurrir a cláusulas es-
tabilizadoras, aunque éstas entra-
ban en contradicción con el prin-
cipio de riesgo y ventura. A través
de la Ley de Contratos del Estado
se permitía la inclusión de cláusu-
las de revisión de precios, las cua-
les se regularon específicamente
por decreto-ley de 4 de febrero de
1964, desarrollado por decreto de
11 de marzo de 1971.

Estas cláusulas no se podrán in-
cluir en todos los contratos, sola-
mente en los »expresamente enu-
merados en las disposiciones an-
teriores, e incluso no todos los ex-
plícitamente señalados gozarán de
aquéllas, por requerirse determina-
dos requisitos. Tampoco es sufi-
ciente el que se hayan insertado
en el contrato, se requiere para
su eficacia el que se cumplan unos
plazos y unos volúmenes de obra
mínimos.
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Será competente para reconocer
el derecho a la revisión y para re-
solver las incidencias la autoridad
que apruebe o autorice el contrato
de obras.

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL
DE LA ADMINISTRACIÓN

Este tipo de responsabilidad re-
quiere la conexión previa con la
responsabilidad patrimonial del
Estado regulada en la Ley de Ré-
gimen Jurídico de la Administra-
ción del Estado y reiterada en la
Ley Orgánica del Estado, señalán-
dose en la sentencia de 28 de ene-
ro de 1972 del Tribunal Supremo
los elementos de esta responsabili-
dad: responsabilidad objetiva, efec-
tiva lesión o daño, susceptible de
ser traducido en términos econó-
micos, e individualizados, relación
de causalidad entre el daño y la
actividad administrativa, y causa-
lidad directa y exclusiva entre la
actividad de la Administración y
el daño.

De vuelta a la Ley de Contratos
del Estado, si el contratista, de
obras o de servicios públicos, cau-
sa daños a terceros responderá la
Administración si la actividad cau-
sante es consecuencia inmediata y
directa de una orden de ésta.
Igualmente, si los daños causados
a terceros1 derivan de vicios del
proyecto. En los demás casos la
indemnización corresponderá al
contratista.

LA FINANCIACIÓN DE TRABAJOS
TÉCNICOS EN CIERTOS CONTRATOS
DEL ESTADO

Cuando estos trabajos corren a
cargo de funcionarios no existe
problema por entrar dentro de sus

tareas normales, pero hay casos en
los que la elaboración de proyectos,
direcciones de obra, etc., pueden
originar obligaciones1 financieras
por requerirse su financiación. Po-
dría ser el supuesto, por vía de
ejemplo, de las suprimidas Comi-
siones Provinciales de Servicios
Técnicos, las cuales no contaban
con estructura administrativa, de-
biendo recurrir a funcionarios no
adscritos a las1 mismas.

¿Puede formalizarse un contra-
to con estos funcionarios para pa-
gar esa colaboración? No sería
posible por la prohibición del ar-
tículo 9 de la Ley de Contratos
del Estado y la contenida en el ar-
tículo 5 del Reglamento de Con-
tratación de las Corporaciones Lo-
cales, siendo nulo el contrato que
hubiera podido realizarse. Por tan-
to, a título particular el funciona-
rio no podría exigir contractual-
mente el cumplimiento de la obli-
gación financiera. Si como tal fun-
cionario y previo acuerdo del ente
público al que pertenecen, colabo-
ra en los trabajos técnicos, tampo-
co sería posible el cobro de hono-
rarios a la Administración ni a los
ciudadanos interesados; prohibi-
ción derivada de la ley de 4 de
mayo de 1965, por no poder perci-
bir remuneraciones más que por
los cauces legales, o de las dispo-
siciones sobre tasas que obligan a
su ingreso en el Tesoro. Ni siquie-
ra podría fundamentarse la per-
cepción en el decreto de 30 de junio
de 1966, por prohibirlo expresa-
mente su artículo 5. Y la Ley ar-
ticulada de Funcionarios Civiles
del Estado impide simultanear va-
rias plazas de la Administración
del Estado.
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SINGULARES PROBLEMAS FISCALES
EN LOS CONTRATOS DEL ESTADO

Referidos fundamentalmente es-
tos problemas al Impuesto de
Transmisiones Patrimoniales, ha-
brá que considerar la posible vin-
culación del contrato de obras y
la concesión de obra, adoleciendo
esta última figura de falta de pre-
cisión diferenciadora de lo que sea
el contrato. El autor señala que no
existe contraposición entre conce-
sión y contrato en materia de ser-
vicio público, como tampoco la
hay entre contrato y concesión en
la legislación de obras públicas,
aunque la Ley de Obras Públicas
(art. 26) pueda dar lugar a una
interpretación apoyando la dicoto-
mía. Pero si puede mantenerse la
autonomía de la concesión de obra
en el ámbito del Derecho adminis-
trativo, es planteable si ello se da
igualmente en el Derecho fiscal.

Otero Novas parte de la idea de
existencia de dos clases de conce-
sión de servicio público: una ge-
nérica otorgada mediante contra-
to de servicio público, y la espe-
cial transferida mediante el con-
trato especial de obra pública. De
ahí que todo contrato de obra pú-
blica daría lugar también a liqui-
dación por Impuesto de Transmi-
siones y concepto Concesiones. Por
ello, puede sustentarse la existen-
cia de dos actos jurídicos distin-
tos a efectos fiscales: el de la con-
cesión se encontraría gravada por
el Impuesto de Transmisiones y la
actividad del contratista por el
Tráfico de Empresas.

A efectos de aplicación del Im-
puesto de Transmisiones Patrimo-
niales merece comentario el caso
de las autorizaciones de los trans-

portes discrecionales como conce-
siones de servicio público, tenien-
do gran trascendencia el precisar
si los servicios públicos discrecio-
nales son verdaderos servicios pú-
blicos. Podría servir para resolver
el interrogante el hecho de la po-
sibilidad o no del rescate del ser-
vicio, pues llevaría aparejada la
vuelta de bienes e instalaciones
en favor de la Administración, su-
puesto que sí se da en los trans-
portes regulares.

Por su parte, el servicio de taxis
plantea, al igual que los transpor-
tes discrecionales, si este servicio
es público, sin que nos1 ayude el
hecho de que se utilice la denomi-
nación de licencia en lugar de
concesión. De todas formas, con-
siderando que el servicio de taxis
no es creado por el Ayuntamiento
como servicio municipal y la in-
existencia de la nota del rescate,
puede mantenerse que no es un
verdadero servicio público y, en
consecuencia, no procede liquida-
ción de las licencias municipales
de taxis en el Impuesto de Trans-
misiones Patrimoniales.

4. Los pactos fiscales

La afirmación primera respecto
de estos pactos es la de que no
son fuente de derecho y sí fuente
de obligaciones, que implican un
régimen fiscal especial sustentado
en norma previa que lo autorice.
En esta materia debe tenerse pre-
sente la reserva legal que efectúa
el artículo 10 de la Ley General
Tributaria respecto de una serie
de cuestiones, y lo relativo a la
alteración de las cláusulas del con-
trato, que sí puede tener lugar, no
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obstante lo dispuesto en el artícu-
lo 1.256 del Código civil, que prohi-
be el dejar al arbitrio de uno de
los contratantes la validez y cum-
plimiento de los contratos. Y es
posible por no quedar afectado el
Estado en su soberanía normativa
por el hecho de firmar un pacte,
aunque, claro está, debe someter-
se a los requisitos de emisión dp
normas y de categoría normativa.

LA TELEFÓNICA

Dentro de los pactos fiscales, el
suscrito con la Compañía Telefó-
nica es uno de los más caracterís-
ticos, tanto por la amplitud dé
beneficios fiscales como por las
cautelas para su inalterabilidad,
estando en contraposición lo pro-
tegido en sus cláusulas con el ar-
tículo 10 de la Ley General Tribu-
taria, ya mencionada, y con el ar-
tículo 719 de la Ley de Régimen
Local, derogando cualquier exen-
ción no aceptada en la misma.

hechas en favor del monopolio de
bienes, etc. En cualquier caso, debe
distinguirse el régimen fiscal de]
monopolio del régimen fiscal de la
compañía, no siendo posible exten-
der los beneficios de uno a otra ni
viceversa.

En cuanto a la Tabacalera, la
compañía como sociedad anónima
se somete al régimen general de
tributación, con exenciones totales
como los actos de aportación que
haga el Estado en su favor y la
reversión de bienes a éste; las ac-
ciones de la serie B respecto al im-
puesto de emisión y negociación
de valores mobiliarios y de la Con-
tribución de Utilidades por la tari-
fa segunda. Igualmente las im-
portaciones de tabaco en rama y
elaborados o la exportación.

En el caso de la Tabacalera se
dio una alteración del pacto al de-
rogar el decreto de 27 de mayo de
1968 algunas exenciones conteni-
das en las cláusulas y afectando al
Impuesto sobre las Rentas de Ca-
pital.

CAMPSA Y TABACALERA

Sobre la primera, el artículo 15
de la Ley de 17 de julio de 1947
mantenía las exenciones tributa-
rias establecidas en favor de la
Compañía Administradora según
la legislación reguladora del Mo-
nopolio; siendo esencialmente las
relativas a importación de petró-
leos brutos y sus derivados, así
como de máquinas y útiles necesa-
rios para la fabricación si no es
posible su adquisición en casas
productoras españolas de la Con-
tribución sobre Utilidades de la ri-
queza mobiliaria, las transmisiones

PROBLEMAS PARALELOS

Algunos problemas de los pactos
fiscales son comunes con las nor-
mas aplicables a personas o sec-
tores a quienes se concedan bene-
ficios.

Así el artículo 3.°, párrafo 3, del
decreto-ley de 7 de junio de 1962
concedía total exención al Banco
de España, dando lugar esta am-
plitud a sentencias contradictorias
según se tuvieran en cuenta cri-
terios de racionalidad y justicia o
bien la interpretación estricta de
lo preceptuado.
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PACTOS TRIBUTARÍOS INTERNACIONALES

El estudio comenta previamente
el carácter de fuente directa o in-
directa del Derecho internacional
en relación con el Derecho de cada
Estado y examina los requisitos
para la validez e incorporación al
Derecho interno de un tratado o
convenio internacional, señalando
la mayor simplicidad en el caso
de los tratados tributarios.

Citando a Sainz de Buj anda, dis-
tingue entre la interpretación nor-
mativa que corresponde a la vo-
luntad acorde de los Estados, te-
niendo las Administraciones co-
rrespondientes meras funciones
asesoras, de la interpretación apli-
cativa, que es competencia de los
Tribunales de lo Contencioso-admi-
nistrativo, así como de los Tribuna-
les Económico-administrativos. A
ellos pueden añadirse los órganos
de gestión con la limitación de las
disposiciones que en tal sentido
emanen del ministro de Hacienda.

La cuestión a plantear es la de
si los convenios internacionales
tributarios son aplicables directa-
mente o necesitan una norma in-
terna de aceptación.

En la Ley General Tributaria
(art. 13) se contiene la necesidad
para su eficacia de la ratificación
de acuerdo con el ordenamiento
jurídico nacional, tema que puede
dar lugar a distintas interpreta-
ciones, inclinándose Otero Novas
por la de considerar dicho artícu-
lo conectado con el artículo 10,
con la consecuencia de considerar
que los convenios fiscales interna-
cionales son de aplicación como
fuente del derecho tributario es-
pañol desde su perfección; sin
embargo, en los casos especiales

del artículo 10 debe acudirse a la
conversión del convenio en ley,
siendo esta ley fuente del Dere-
cho tributario.

5. ' Ejecución de las obligaciones
de la Administración financiera

En este capítulo la memoria tra-
ta de la ejecución desde las pers-
pectivas acreedoras y deudoras del
Estado.

EJECUCIÓN DE CRÉDITOS EN FAVOR
DEL ESTADO

Si los créditos derivan de rela-
ciones de Derecho público, la Ad-
ministración no precisa acudir a
los Tribunales para su ejecución,
en virtud del privilegio de ejecu-
ción de oficio, relacionado con el
principio de ejecutividad.

Ahora bien, los ciudadanos cuen-
tan con unas garantías ante el pro-
cedimiento de apremio que tiene
un gran paralelismo con el ejecu-
tivo de carácter judicial (existen-
cia de títulos, actos resolutivos bá-
sicos, requerimientos de pago, eni-
bargo).

Tanto en un procedimiento como
en otro la realización del pago sus-
pende la orden de embargo, pero
en el procedimiento administrati-
vo de apremio la interposición de
un recurso o reclamación no pro-
ducirá la suspensión, a no ser que
se preste garantía o se consigne el
importe de los1 débitos. No serán
necesarias las garantías anteriores
y podrá suspenderse el procedi-
miento de apremio si el interesa-
do alega y demuestra error mate-
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rial aritmético o de hecho en la
determinación de la deuda que le
sea perjudicial.

Los fundamentos de la tercería
son idénticos en el procedimiento
administrativo que sé comenta y
en el de la Ley de Enjuiciamiento
Civil, pues las demandas de ter-
cería de dominio darán lugar a la
suspensión del procedimiento de
apremio respecto de los bienes
controvertidos. Si es tercería de
mejor derecho, continuará el pro-
cedimiento hasta la realización de
los bienes, consignándose el pro-
ducto en depósito a resultas de la
tercería.

Por otra parte, la tercería de
dominio no se admitirá después de
otorgada la escritura, consumada
la venta o de su adjudicación en
pago al Estado. La de mejor dere-
cho no se admitirá después de ha-
ber percibido el recaudador el pre-
cio de la venta.

Después de otras consideracio-
nes en torno a las tercerías, pasa
al examen de la concurrencia de
embargos, hecho bastante frecuen-
te y que plantea la prioridad en el
cobro, que será decidida por la le-
gislación aplicable a cada crédito.
Sobre la preferencia de los? proce-
dimientos concurrentes, el criterio
utilizado será el de considerar con
prioridad al que primero embar-
gue en forma legal.

Merece comentario la situación
de quiebra o concurso de los deu-
dores del Estado, dado que si la
Administración ya ha embargado
previamente los bienes del deudor,
se continuará la tramitación del
procedimiento de apremio sin que
aquéllos puedan comprenderse en
la masa del juicio universal; si la

Administración no "tiene realiza-
dos los embargos, el procedimiento
judicial universal será el prefe-
rente.

EJECUCIÓN DE CRÉDITOS EN CONTRA
DEL ESTADO

El Estado es sujeto pasivo de
obligaciones, pero disfruta de pri-
vilegios en esa situación, contán-
dose entre ellos el que no procede
contra él la ejecución judicial y la
ejecución de la sentencia se en-
cuentra condicionada a que sea
solicitada por los interesados. El
incumpliimento de la ejecución de
las sentencias se entenderá como
desobediencia punible, dando lu-
gar a la exigencia de responsabi-
lidad civil y penal, pero el Con-
sejo de Ministros puede decretar
la suspensión o inejecución total
o parcial de las sentencias, de
acuerdo con el Tribunal, para de-
terminar la modalidad del cum-
plimiento o la indemnización de
daños y perjuicios. Ahora bien,
esta suspensión o inejecución será
acordada sin atentar contra los
fundamentos que haya expuesto el
tribunal sentenciador.

LA EJECUCIÓN DE SENTENCIAS CONTRA
EL FONDO NACIONAL DE GARANTÍA
DE RIESGOS DE LA CIRCULACIÓN

Nacido este Fondo en 1962 como
organismo autónomo del Ministe-
rio de Hacienda, realiza dos clases
de actividades: unas, técnicas, no
siéndoles aplicables la ley de 26 de
diciembre de 1958; otras, activida-
des administrativas, que se rigen
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por su propio reglamento, la ley
de 26 de diciembre de 1958 y la
ley de Procedimiento Administra-
tivo.

En cuanto a la efectividad de las
obligaciones, el Reglamento del
Fondo señala que podrá ser exi-
gida por la vía judicial de apremio
exclusivamente sobre los bienes
afectos a los fines de la Ley del
Automóvil.

Pero puede suceder que indebi-
damente s© declare responsable el
Fondo (por tanto, a la Adminis1-
tración), pudiendo intervenir la
Abogacía del Estado para impug-
nar esa declaración de acuerdo
con el decreto-ley de 3 de octubre
de 1964. Sin embargo, la reforma
de la Ley de Enjuiciamiento Crimi-
nal de 1967 ha dado pie para que
el Tribunal Supremo, en sentencia
de 8 de junio de 1971, declare el
que dicho Fondo no puede tener
intervención en el proceso penal.
Como consecuencia, el decreto de
competencias de 21 de julio de 1972
resolvía en el sentido de que el
Fondo Nacional, como cualquier
organismo administrativo o par-
ticular, no puede ser condenado
sin ser oído.

Termina la obra con un apén-
dice, en el que dentro del marco
de los pactos fiscales se plantea la
vigencia de las exenciones1 de la
Telefónica desde la óptica jurídica,
pasando a examinar el problema
de estas exenciones como privile-
gios fiscales ante el Estado y ante
las Haciendas locales.

Ante el Estado, el decreto de 31
de octubre de 1946 establecía una
serie de exenciones cuyo manteni-
miento quedaba cuestionado por
la Ley General Tributaria de 1963,

que, en su artículo 10, señalaba
la regulación por ley del estable-
cimiento, suspensión y prórroga de
las exenciones. El problema de
las existentes se solucionaba en su
disposición transitoria primera en
el sentido de declarar la validez de
aquéllas hasta la entrada en vigor
de los textos refundidos.

Por otra parte, el decreto refe-
rido no tiene validez de ley ni
puede sustentarse que existiera
una delegación en materia de exen-
ciones, puesto que la ley de 31 de
diciembre de 1945 autorizaba al
Gobierno a celebrar un contrato,
autorización que no puede enten-
derse extendida a regular mate-
ria reservada a la ley. Incluso el
hecho de que en la base 7.a se con-
tenga la inalterabilidad del contra-
to frente a leyes o disposiciones
de carácter general o particular,
debe interpretarse en el sentido de
que por Decreto no puede menos-
cabarse la competencia legislativa
de las Cortes, aunque proceda re-
clamar los daños y perjuicios que
puedan ocasionar esas disposi-
ciones.

Los privilegios contenidos en los
textos refundidos en favor de la
Telefónica tienen lugar mediante
referencia subjetiva como en
Transmisiones Patrimoniales1, o
mediante remisión al contrato de
1946 en el caso de Sociedades, Con-
tribución Urbana y Actividades y
Beneficios Comerciales e Indus-
triales.

En otros impuestos no se le re-
conoce exención, y así en Rendi-
mientos del Trabajo Personal, Lujo,
Rentas del Capital y Tasas Fisca-
les deberá satisfacerlos. En Renta
de Aduanas, y por no haberse dic-
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tado los textos refundidos, puede
entenderse que la exención queda
supeditada a la inclusión en la le-
gislación correspondiente.

Por último, los privilegios fisca-
les ante las1 Haciendas locales de-
ben verse a la luz de la Ley de Ré-
gimen Local, que en su artículo 719
preceptúa que no podrán declarar-
se otras exenciones que la propia
ley contemple, derogándose todas
las existentes con anterioridad.

Aunque el Tribunal Supremo se
haya pronunciado en alguna oca-
sión a favor de la prevalencia del
contrato con el Estado sobre la
Ley de Régimen Local, del examen
de las dos normas bajo los crite-
rios1 de jerarquía de las normas,
de ley posterior deroga la anterior
y de prevalencia de la ley especial
sobre la general, aunque sea pos-
terior, existe fundamento para
mantener la aplicabilidad en la
materia de la Ley de Régimen Lo-
cal, sin que pueda hacerse valer su
disposición transitoria cuarta por
referirse a exenciones anteriores a
1924, siendo el contrato actual de
1946.

Por todo lo anterior, la Telefóni-
ca está sujeta a los tributos? de la
Administración Local.

Al concluirse esta recensión, una
idea conviene resaltar del libro, y

es la actualidad indudable y viva
de su contenido. La Administración
financiera se delinea cada vez con
nitidez mayor, sus mecanismos se
expanden aceleradamente, su ré-
gimen jurídico se depura y perfec-
ciona, sus medios de actuación
ganan en eficacia y operatividad.
Por eso, las ideas vertidas en el
libro gozan de extraordinario in-
terés y apuntan hacia una proble-
mática que es, en definitiva, la de
toda la Administración pública, ya
que la manifestación económico-
financiera de ésta se sitúa en el
plano primero de la realidad social
de nuestro país.

El quehacer de la Administra-
ción financiera es tan amplio como
complejo, pero el autor de la obra
recensionada lo examina detenida-
mente, con visión panorámica y
extensa, apoyándose siempre en la
normativa aplicable y en las dispo-
siciones vigentes. De esta manera,
se logra un cuadro expositivo con-
creto, útil, que enriquece los co-
nocimientos y los aumenta en todos
aquellos que, por razón de voca-
ción o de profesión, tienen que
acercarse más o menos intensa-
mente a ese dispositivo clave de la
organización estatal que es la Ad-
ministración financiera.

MIGUEL SÁNCHEZ ALARCÓN
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